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Vicepresidente. 


MIEMBROS: Señores Representantes Julio Basanta y José Quintín Olano Llano. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Alba M. Cocco Soto y Pablo Martins. 


INVITADOS: Por la Cámara de Emergencias Móviles - Sección Interior: doctora Lilia Zabaleta; señores 
Francisco Rubí, Víctor Vila y Enrique Ibarra; y doctor Antonio Cabrera. 


Por la Asociación de Trasplantados del Uruguay, señores: Carlos Lima, Juan Carlos Percoco 
y Javier Erlichman. 


Por el Sindicato Autónomo Tabacalero, señores: Jorge Chichet, Gerardo Pereira, Miguel 
Ramuñan, Néstor Comas y Marcelo Ferreiro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gallo Imperiale).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social recibe hoy a una delegación de la Cámara de Emergencias 
Móviles, sección interior, integrada por la doctora Lila Zabaleta, el señor Francisco Rubí, el señor Víctor 
Vila, el señor Enrique Ibarra y el doctor Antonio Cabrera, que había solicitado ser recibida para plantear 
comentarios respecto al convenio firmado por el Ministerio de Salud Pública y la Federación Médica del 
Interior en noviembre de 2005. 


SEÑOR CABRERA.- Queremos hacerles llegar una propuesta que rápidamente trataremos de 
explicar. 


Las unidades de emergencia médica móvil que se afiliaron a lo que llamamos la Red de Emergencias 
Médicas Móviles del Interior son aquellas que tienen la característica de ser independientes. Eso significa que 
no formamos parte de las mutualistas de la Federación Médica del Interior y tampoco tenemos relación con 
otras instituciones de la capital del país. Es decir, somos unidades médicas autóctonas del interior que se 
crearon a medida que los profesionales fueron llegando al interior y necesitaban crearse formas de trabajo 
para poder subsistir ante el hecho, que es de conocimiento público, de que el ingreso a las instituciones 
mutuales en el interior y en Montevideo no es en forma directa. Tienen la característica de ser empresas 
pequeñas, que no tienen más de diez ambulancias y no superan los 10.000 socios, pero sí generan trabajo 
para alrededor de 4.000 personas 


Con orgullo podemos decir que en todos estos años hemos disminuido notoriamente los hitos agudos en la 
medicina, como muertes por infarto, crisis de asma, hemorragias digestivas y accidentes vasculares 
encefálicos mal trasladados a los centros hospitalarios. También hemos disminuido en forma realmente 
importante las descompensaciones de enfermedades agudas a través de un sistema de policlínicas de 
asistencia de primer nivel, en muchos casos con la posibilidad de acercar a nuestros afiliados la medicación 
que en Salud Pública es escasa. Aclaro que nuestros afiliados son fundamentalmente de Salud Pública. 


Por otro lado, en todos los departamentos por igual tenemos una acción social -que está documentada- de 
ayuda a la Policía, al Cuartel de Bomberos y a los vecinos ante accidentes y hechos que ocurren en la vía 
pública, totalmente gratuita. 


Ante la inminencia de la constitución del Sistema Nacional Integrado de Salud, nuestra característica de ser 
pequeñas nos ha puesto en una circunstancia bastante difícil, porque nosotros desaparecemos con mucha 
facilidad. De hecho, si no tenemos alguna forma de apoyo, toda esa gente de que hablábamos quedará sin 
trabajo aunque esa no sea la intención. Las unidades móviles de Montevideo como SUAT, SEMM o UCM 
son instituciones con estructuras económico financieras muy grandes, con una gran cantidad de ambulancias, 
que en algunos casos supera las setenta unidades. Entonces, es muy difícil sustituirlas, pero en el interior 
basta que, sin querer, alguien compre tres unidades y las equipe, para que nosotros desaparezcamos. 


Durante muchos años hicimos un trabajo muy bien hecho y creemos que tenemos el derecho de participar. 
Por eso, venimos a pedir que, de alguna forma, nos incorporen al Sistema Nacional Integrado de Salud en el 
área de la asistencia prehospitalaria y en el primer nivel de asistencia, que se discute un poco, pero nosotros 
lo hemos hecho, y lo hemos hecho bien. La asistencia prehospitalaria es un espacio que creamos y tenemos 
derecho a ocuparlo. 


Por otra parte, queremos denunciar un acuerdo marco que se firmó en Piriápolis entre la Federación Médica 
del Interior y el Ministerio de Salud Pública, en el que este prácticamente entrega el interior a la FEML. 
Pienso que nadie que vaya a hacer algo serio en este país en materia de salud puede prescindir de la FEMI; 
ese es un hecho, pero también nos parece muy injusto que se dé todo a la FEML, sobre todo cuando en el 
interior muchas veces ha sido hegemónica y monopólica, manejando en algunos departamentos que toda la 
salud del interior debe estar en sus manos. Si surgieron otras opciones fue porque ellos no podían ocupar todo 
el nivel asistencial o absorber a todos los trabajadores de la salud. Hoy, cuando la perspectiva es que el 
Estado de alguna forma va a pagar, todo el mundo quiere absorber todo, porque lo va a cobrar. Nos parece 
que eso es tremendamente injusto. 


Nosotros protestamos los artículos 4* y 5” del acuerdo marco que les estamos haciendo llegar a ustedes. Allí 
se conforman en forma monopólica los Consejos Consultivos que van a dar forma al Seguro Nacional de 
Salud con integrantes de Salud Pública y la FEML, dejando fuera a los demás. Nosotros queremos participar 
de ellos desde el inicio porque es la forma de intervenir. Por otro lado, no solo nos dejan fuera sino que dan al 


Ministerio de Salud Pública o a la Federación Médica del Interior la posibilidad de vetar cualquier 
contratación a otro sistema de salud fuera de la FEMI; eso lo dice el acuerdo marco. 


También protestamos el artículo 5%, porque creemos que es conveniente que en el interior se mantenga la 
estructuración del Sistema Nacional Integrado de Salud con el criterio que el actual Gobierno presentó antes 
de las elecciones en su proyecto de salud, que mantenía una participación amplia y equitativa para todos los 
integrantes del sistema o los actuales actores de la salud. 


Queremos dejar sentado ante esta Comisión que todas las emergencias del interior somos firmes partidarios 
del Sistema Nacional Integrado de Salud. Pensamos que se debe llegar a él porque será bueno para la gente y 
para los trabajadores, pero no deberían quedar trabajadores afuera. 


Por otro lado, el Ministerio de Salud Pública se había comprometido con nosotros a no crear más empresas 
de asistencia médica colectiva o de emergencia médica hasta tanto no se estructurara el Sistema Nacional de 
Salud y no estuviesen todas las actuales empresas ubicadas. Sin embargo, no ha sido así y se han autorizado 
dos nuevas empresas, una en Cerrillos y otra en Montevideo. Nosotros estamos reclamando ante el Ministerio 
de Salud Pública que se cumpla con lo pactado y que no se autorice el funcionamiento de nuevas empresas 
hasta tanto no estén ubicadas todas las que funcionan actualmente, más allá de que todos creemos que se van 
a necesitar más empresas que cubran este servicio. Por un lado, se está hablando de dejar fuera a cuatro mil 
personas y, por otro, estamos peleando con Argentina por mil puestos de trabajo, que son los que generarían 
las papeleras; deberíamos tener coherencia en los planteos. 


En cuanto a las móviles, somos partidarios del cumplimiento del laudo del Grupo 15 o del que se genere para 
las unidades médicas porque debemos defender el derecho de nuestros trabajadores de ganar mejor. Pero si 
debemos pagar en iguales condiciones, para las unidades móviles solicitamos las mismas exoneraciones de 
tributos y las mismas condiciones que tienen los servicios médicos colectivos. Por ejemplo, pretendemos que 
se nos exonere del aporte patronal y de cualquier otro tributo del que se exonere a las mutualistas. Reitero 
que, a cambio de esto, estamos dispuestos a pagar los mismos laudos que las mutualistas. 


No tenemos inconveniente en que se nos controle la cuota. Creo que en este país hace muchos años que faltan 
controles. Deben someternos a controles, pero nos parece injusto que se nos diga que quedamos fuera porque 
somos empresas con fines de lucro. Yo quisiera que se tomaran el trabajo de ir por nuestros departamentos 
para ver cuánto ganamos cada uno de nosotros. Si eso es lucro, creo que en Uruguay se lucra con muy poca 
plata. Nosotros somos, en nuestra inmensa mayoría, cooperativas, asociaciones civiles o S.R.L., integradas 
por todos los miembros del grupo que trabaja. Por lo tanto, no hay patrones plenamente definidos. 


En síntesis, estamos de acuerdo con pagar los laudos y con el seguro de salud -integro el Sindicato Médico de 
Rivera y trabajo por el seguro de salud-, pero exigimos las mismas condiciones de tributación. De lo 
contrario, es imposible que podamos existir. 


Por otro lado, pensamos que el Sistema Nacional de Salud Integrado debe ser total y universal, pero no 
vemos el motivo para que una sola persona preste todos los servicios. Ojalá la cobertura de los orientales 
fuera desde el nacimiento hasta el entierro, pero no vemos por qué el neonatólogo tiene que seguir a la 
persona hasta el entierro y llorar en el velorio. Nosotros pensamos que si bien el seguro debe ser integral, 
diferentes actores pueden prestar distintos servicios. Ahí es donde entramos nosotros en el servicio 
prehospitalario y, probablemente, en el primer nivel de asistencia. No pretendemos entrar en el segundo o 
tercer nivel de asistencia porque creemos que las instituciones de asistencia médica colectiva los han 
atendido en forma excelente. Pero no olvidemos que nuestro espacio también ha sido manejado en forma 
excelente. Entonces, si todos reconocemos que una persona debe ser asistida en el lugar donde sufre el 
quebranto de salud y trasladada en las mejores condiciones al centro asistencial, ¿por qué nosotros, que 
siempre cubrimos ese servicio, no lo podemos seguir haciendo? El centro asistencial tendrá que armar sus 
propias unidades para brindar el servicio que nosotros damos porque actualmente no tiene la estructura 
necesaria. 


También aspiramos a que el pago de los sistemas de asistencia prehospitalaria sea hecho a través de la 
Superintendencia General de la Salud que se piensa crear y no del prestador total o de la institución de 
asistencia colectiva porque eso va a generar manejos de tipo empresarial o económico. Si vamos a tomar 
servicios por lo que se paga, el nivel de asistencia va a caer. Ese es un hecho. Pretendemos que se nos pague 


lo que el Estado entienda correcto, pero a través de la Superintendencia General de la Salud. Con las técnicas 
administrativas y tecnológicas que existen hoy, no nos parece una propuesta disparatada. 


Asimismo, se habla de una nueva licitación para el ingreso de funcionarios públicos a nivel de DISSE. Nos 
parece bien; creemos que se debería haber hecho hace mucho tiempo, pero pensamos que las unidades de 
emergencia médica móvil deberían estar comprendidas en ese llamado porque, como dije al principio, 
nuestros socios son fundamentalmente de Salud Pública. Los funcionarios públicos eran usuarios de Salud 
Pública y si van a ingresar a DISSE y nosotros no estamos comprendidos en la licitación, vamos a perderlos. 
Si perdemos esa cantidad de socios, perdemos viabilidad y cuando se cree el Sistema Nacional Integrado de 
Salud ya no vamos a existir. Pensamos que deberíamos ser considerados desde ya y que estos funcionarios 
ingresaran a DISSE con emergencia médica móvil. 


La captación de las personas se puede hacer con criterio territorial, que sería el mejor. Si en una casa se 
enferma una persona y luego otra y vienen dos unidades diferentes a atenderlas, estamos dilapidando dineros 
del pueblo. Yo creo que cada unidad debería tener un territorio -me refiero al primer nivel de asistencia-, pero 
si el criterio que prima es el de la elección por parte del usuario, lo aceptamos. 


Queremos dejar sentado que somos firmes partidarios de la creación del Servicio Nacional Integrado de 
Salud -aun con sacrificios- y de que la reglamentación de las unidades que actualmente funcionan debe correr 
por cuenta del Estado; nosotros estamos dispuestos a estructurarnos de la forma en que el Estado lo 
considere. Si el Estado considera que algunas tienen fines de lucro, que legisle y reglamente para que no lo 
tengan. Estamos dispuestos a eso a fin de que salga el Seguro Nacional de Salud. 


Hay un tema que nos preocupa mucho y que se desprende del acuerdo marco del Poder Ejecutivo. Si leen con 
atención, verán que el Estado sale de la estructuración y regulación y la deja en manos de esa institución 
creada entre representantes de la Federación Médica y del Poder Ejecutivo. Aun cuando nos ingresaran a 
nosotros ahí, igual nos preocuparía que el Estado saliera de la regulación porque si la regulación queda en 
manos de terceros, tendrá fines empresariales y comerciales pues somos empresas. 


Pensamos que la regulación de la estructuración, en cuanto a ubicar en qué lugar debe ir cada uno y cuánto va 
a recibir, tiene que estar en manos del Estado precisamente para proteger a las instituciones más pequeñas. 


SEÑOR RUBÍ.- Quería complementar lo que dijo el señor Cabrera. 


Uno de los puntos fundamentales es que nosotros queremos que reconozcan que existimos. Digo esto porque, 
por ejemplo, cuando se hicieron los Consejos de Salarios, la Cámara de Emergencias Móviles no fue 
reconocida. Tuvimos que ir a pelear para que se nos agregara de alguna forma en el Grupo 15 de la salud y 
ahí nos empezaron a atender. Además, sabemos que hoy a la tarde hay una reunión en el Consejo Consultivo 
y si queremos saber qué pasa, tendremos que escuchar desde la ventana porque no fuimos invitados ni 
tenemos representación allí. Y tenemos que pensar que las unidades móviles del Uruguay tienen un millón de 
afiliados, de los cuales seiscientos mil deben ser de Montevideo. O sea que existimos. 


En el interior, ese acuerdo marco nos puso un candado y no nos permite entrar, siempre y cuando Salud 
Pública o la FEMI no nos acepte. Como sabrán, la FEMI está integrada por todos los médicos del interior que 
están organizados, pero ni siquiera es la mayoría de los médicos. Hay otro tanto que no está en FEMI y el 
pecado es que no están organizados, pero sí existen y muchos de ellos -casi todos- trabajan en nuestras 
empresas. 


Las emergencias móviles empezaron a funcionar en el interior hace veinticinco años. La primera salió en 
Salto y no fue una IAMC del interior la que sacó esa emergencia. Pasaron muchos años antes de que sacaran 
una emergencia. Yo soy de Maldonado y salimos hace veintitrés años; una de las IAMC sacó una emergencia 
recién hace dos años. Quiere decir que hace veintitrés años que estamos trabajando -Salto hace veinticinco y 
los demás un poco menos- con aceptación de los usuarios de los servicios y cuando se organiza un Sistema 
Nacional Integrado de Salud, nosotros no estamos. Eso es lo que ustedes tienen que tener claro: hay unidades 
de emergencia móvil en el interior que hace veinticinco años que están trabajando, brindando un buen 
servicio, y una de sus fortalezas es, precisamente, la adhesión de los afiliados. Pero, además, hay otra cosa 
muy importante y que sí le interesa al Gobierno: nunca una emergencia móvil se presentó a pedir ayuda del 
Estado porque no podía pagar los sueldos; ninguna fue intervenida por Salud Pública por ser deficitaria, 


etcétera; eso nunca. Sin embargo, cuando se están haciendo los planes para instrumentar un Sistema Nacional 
Integrado de Salud, no existimos y tenemos que golpear la puerta para pedir que nos reciban. 


Ese acuerdo marco nos traba en Maldonado, donde hay dos mutualistas porque una no está en la FEMI y, por 
lo tanto, no va a entrar nunca, y nosotros tampoco. Sin embargo, somos los primeros que empezamos a hacer 
esto hace veintitrés años. 


En esta reunión tiene que quedar claro que reivindicamos lo que es la asistencia prehospitalaria y de primer 
nivel, como lo venimos haciendo desde hace años. ¿Por qué? Porque hay carencias notorias. Muchos de 
nuestros afiliados son de Salud Pública, se atienden en el hospital y los vamos a tener que absorber nosotros 
porque va a haber muchos que van a querer integrarse. ¿Y por qué tenemos que recibir el pago por 
intermedio de una IAMC, lo que seguramente determinará que tal vez nos digan: "Hoy cobramos, pero por 
razones empresariales ustedes cobrarán el 15 o el 20"? Tengo una larga experiencia sobre lo que me quedaron 
debiendo -algunas deudas las pude cobrar y otras no- desde el CASMU hasta la Española, pasando por la 
Asistencial Médica Departamental y el Sanatorio Mautone; son deudas que se han ido sumando. A una 
pequeña empresa como la mía, el CASMU le debe $ 700.000. A nosotros nos dicen $ 700.000 y abrimos los 
ojos. ¿Por qué? Porque no somos una empresa de ciento cincuenta mil afiliados. 


Lo cierto es que en el interior ese acuerdo marco nos "ningunea" -no existimos- cuando de pronto tendríamos 
que ser tenidos en cuenta como una de las tres patas. La emergencia móvil está impuesta y en este momento 
es una necesidad. Cuando nació, hace veinticinco años, era algo novedoso, lindo. Cuando le íbamos a ofrecer 
a la gente que se afiliara era común escuchar: "¿Para qué me voy a afiliar a una ambulancia?". Hasta que 
tomó conciencia de lo que era: es una asistencia de emergencia. La ambulancia es aleatoria; a veces la 
usamos y otras, no. 


En resumen, queremos que nos reconozcan, que nos tengan en cuenta. Además, las IAMC no pagan aportes 
patronales, pero si pagan $ 1.000 la hora, yo también lo hago y además debo pagar los aportes sociales que 
son más del 40% entre el aporte patronal y el obrero. ¿Por qué yo tengo que cumplir con todo lo que cumple 
la TAMC y no me permiten financiarlo de la misma forma? Eso es algo que mucha gente no sabe. He hablado 
con representantes del Gobierno y se sorprenden: ¿Cómo? ¿Las mutualistas no pagan aportes patronales? Y 
cuando les decimos que están exoneradas, nos preguntan: "Y ustedes, ¿por qué no?" Y la respuesta es que no 
lo sabemos. 


SEÑOR VILA.- Una opinión sobre este tema. 


Debe recordarse que el interior tiene un promedio salarial a nivel general menor al de Montevideo. Más allá 
de que están los Consejos de Salarios que establecen laudos nacionales, etcétera, es notorio que el promedio 
es menor. Y nosotros estimamos que el promedio de la cuota que paga una persona del interior por la 
emergencia móvil anda entre $ 40 y $ 50 menos que en Montevideo, precisamente por lo que mencionamos. 
Es por ello que tenemos una cantidad de socios con un ingreso per cápita menor. 


Otro aspecto es que el promedio de móviles por socio es mayor que el de Montevideo. Porque en Montevideo 
debe existir un móvil cada diez mil socios y nosotros cada tres o cuatro mil en el interior. Eso implica un 
costo mayor a ingresos relativos menores porque salimos en un traslado de Treinta y Tres a Montevideo con 
un politraumatizado y eso implica doce, trece, catorce o quince horas con el móvil fuera de la zona, más el 
tiempo que lleva ponerlo nuevamente en circulación. Nosotros estamos en Canelones, en Pando, igualmente 
traer un móvil a Montevideo implica tenerlo cuatro horas fuera de combate, lo que también complica la 
situación. 


El otro tema refiere a las empresas que integramos. En la empresa en que estoy hay veintidós médicos y 
nadie cobra un peso si no hace horas de guardia. O sea que lo que puede ponerse en el bolsillo el dueño de 
una emergencia móvil del interior -un cooperativista, un miembro de una SRL o de una empresa de cualquier 
otra forma jurídica- pasa por su trabajo concreto en el lugar. Prácticamente, no hay sueldos por ser Director. 
Si el médico es dueño, además de cobrar solo por las ciento cuarenta horas de guardia en el mes, tiene su casa 
de garantía por los préstamos que la empresa tiene en el banco. El beneficio adicional de ser dueño es ese: 
compartir los destinos del proyecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión ha recibido con interés los insumos y fundamentos que ustedes 
han expuesto con relación a varios temas que, en definitiva, están apuntando a lo que está empezando a 
construirse en este país, el Sistema Nacional Integrado de Salud. Todos estos fundamentos son tomados 
por esta Comisión y en el momento en que el Parlamento, y fundamentalmente esta Comisión, empiece 
a analizar la construcción definitiva de este Sistema -que ya está creado por ley, que está empezando a 
construirse y se va a construir en base a leyes-, tendrá en cuenta estos fundamentos que ustedes nos 
han hecho llegar. En ese sentido, queremos decirles que es compromiso de esta Comisión tener todo 
esto que ustedes nos han manifestado en el día de hoy como antecedentes a manejar en su momento. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- En cuanto al acuerdo marco MSP-FEMI, que fue el primer punto que 
se tocó y se denuncia en esta Comisión -tenemos la carta que ustedes habían enviado; el dossier no lo 
hemos podido leer detenidamente aunque lo estuvimos hojeando-, quiero saber qué pasos se siguieron 
ante el Ministerio de Salud Pública: si se presentaron formalmente ante el Ministerio, si ya tuvieron 
alguna audiencia. Es decir, cuáles fueron los pasos que se dieron ante este ente rector que firmó este 
convenio con la FEMI. 


SEÑOR IBARRA.- Como ya decían hoy los compañeros, no integramos ningún ámbito oficial de nivel 
de decisión del Consejo Consultivo, pero hemos sido invitados a participar en las tres Comisiones en las 
que se dividió: la Comisión que estudia la canasta de prestaciones que va a integrar el seguro, la 
Comisión que estudia la complementación público privada y la que estudia el estatuto del trabajador 
de la salud tanto público como privado. Con algunos compañeros que integramos la Comisión de 
Complementación Público Privada planteamos específicamente nuestras dudas con respecto al acuerdo 
marco. Esa Comisión era presidida por el doctor Baltasar Aguilar, Director de ASSE, del Ministerio de 
Salud Pública, quien nos reconoció que se había logrado un no muy feliz texto en la redacción del 
artículo 5” del acuerdo marco y nos adelantó la intención del Ministerio de ajustarlo. Esa fue la 
respuesta que obtuvimos. 


SEÑOR VILA.- Simultáneamente, pedimos que en esas mesas departamentales bipartitas que el 
acuerdo marco plantea formar entre FEMI y el Ministerio de Salud Pública, esta Cámara de 
Emergencia Móvil tuviera un representante en cada departamento, porque si se trata de un trabajo 
colectivo para ver la problemática de un departamento, más que desagrupar queremos formar parte. 
Por lo tanto, pedimos que esa mesa bipartita sea de tres partes, y si hay más partes en el departamento, 
que sea de más partes; ese planteo también lo hicimos. 


SEÑOR IBARRA.- Como ustedes habrán visto, el convenio está restringido a FEMI y al Ministerio de 
Salud Pública. Nosotros hicimos notar expresamente que las emergencias llegan a lugares donde no 
llega ni el Ministerio de Salud Pública ni FEMI. Hay pequeñas localidades de departamentos donde las 
emergencias son las únicas instituciones de salud que llegan y estimamos que eso no fue tenido en 
cuenta o valorado correctamente. 


SEÑOR RUBL.- Agradecemos que nos hayan recibido y esperamos que para ustedes esta charla haya 
sido ilustrativa. Estamos a las órdenes para podernos reunir cuando ustedes lo requieran. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos nosotros toda la información que nos han dado. 


(Se retira de Sala la delegación de la Cámara de Emergencias Móviles, sección interior) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Trasplantados del Uruguay) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social está recibiendo en el día de hoy a la Asociación de 
Trasplantados del Uruguay en virtud de una solicitud de entrevista que hicieron con fecha 4 de abril. En ese 
sentido, estamos dispuestos a escuchar sus planteamientos. Representan a la Asociación de Trasplantados los 
señores Carlos Lima, Juan Carlos Percoco y Javier Erlichman. 


SEÑOR LIMA.- Soy Vicepresidente de la Asociación. El Presidente, señor Miguel Sluckys, no pudo 
concurrir porque ayer fue trasplantado nuevamente del riñón, después de dieciocho años. 


La Asociación de Trasplantados también comprende a toda la gente en lista de espera y en diálisis, es decir, a 
quienes tienen la misma problemática. En la Asociación están representados los trasplantados de todo órgano, 
ya sea de riñón, renopancreático, hígado, corazón, pulmón y médula ósea. Siempre trabajamos conjuntamente 
con lo que ahora se llama Instituto de Donación y Trasplante, ex Banco de Órganos. Nuestra principal meta 
fue la promoción de la donación de órganos. En ese sentido, en las elecciones nacionales y municipales 
tuvimos la gran oportunidad de recabar casi 10.000 donantes en todo el país. Tuvimos un éxito bárbaro, 
habida cuenta de que no se hacen grandes campañas porque el Instituto no tiene suficiente capacidad para 
hacerlo, y nosotros apoyamos su labor. 


Asimismo, hemos procurado apoyar -y ahora lo hemos logrado- al Fondo Nacional de Recursos, porque para 
nosotros es vital que se mantenga saneado económicamente y que mejore día a día. Hemos hecho actividades 
conjuntas y tenemos una buena relación con el doctor Fernández Galeano. 


Concretamente, queremos plantear algunas ideas y necesidades, ya que sabemos que se discutirá 
próximamente el Sistema Nacional de Salud. Desde que la Asociación comprendía solo a los trasplantados 
renales hasta hoy que se transformó en Asociación de Transplantados, porque se empezaron a trasplantar 
otros órganos, nuestro objetivo final es lograr que la ley, que se ha ido mejorando en el tiempo, establezca 
que todo el mundo sea donante, salvo expresión contraria. Sabemos que es una cuestión de sensibilización y 
de educación, y eso es parte de nuestra tarea, como así también del Instituto de Donación y Trasplante donde, 
a partir del 2000, bajo la dirección de la doctora Inés Álvarez, se creó una división de promoción de 
donaciones y procuración de órganos, lográndose avanzar mucho, por cuanto se multiplicaron los trasplantes 
y las donaciones positivas en el registro del Banco, que es lo que importa, ya que durante muchos años hubo 
gente registrada pero prácticamente el 90% eran negativos, es decir, no servían a nuestros intereses. 


Sabemos que no podremos lograr de un día para el otro que se modifique la ley para que todo el mundo sea 
donante salvo expresión contraria, porque está en juego una cuestión de sensibilización y no es fácil decidir 
sobre la vida de los demás, pero creemos que hay que avanzar sensibilizando y, sobre todo, informando, 
demostrando que acá no hay nada oculto -es el mayor temor de la gente-, que las cosas son legales, que se 
mueve mucha gente atrás de un trasplante, que no existe posibilidad de hacer trasplante por "debajo de la 
mesa". Todo esto constituye un problema de información. 


Por otra parte, si bien nos sentimos bien, a la mayoría de los trasplantados no les gusta mucho que digamos 
que el trasplante no es una cura. En realidad, el trasplante no es una cura sino un tratamiento, que en el caso 
de los renales es el que ofrece mejor calidad de vida y, en el de los otros órganos, simplemente salva y 
prolonga la vida. El trasplante no es como sacarse una muela y ponerse una prótesis; a veces los propios 
involucrados no lo entienden así. En realidad, tenemos cierta discapacidad porque tenemos que vivir tomando 
medicamentos, que son agresivos, que producen efectos secundarios en la vista, en los huesos, según los 
pacientes. Hay gente que no quiere trasplantarse el riñón y seguir dializándose -en el caso de los otros 
órganos no existe opción- porque se les quita la pensión -que a veces es de $ 2.000-, el beneficio de los 
boletos -como si dejaran de ser discapacitados- y la canasta del INDA a gente que la precisa. 


Nos parece que esto es una barbaridad, máxime porque también tiene que valorarse lo que cuesta 
económicamente el tratamiento. Por ejemplo, un año y medio de diálisis cuesta lo mismo que un trasplante. 
Entonces, para el Fondo Nacional de Recursos sería positivo que se hicieran más trasplantes, y que se dejaran 
de hacer diálisis. Esto nos demuestra que existe la necesidad de que nos definan como discapacitados. 
Sabemos que los discapacitados reciben distintos beneficios, que depende de en qué trabajen y en qué 
situación económica se encuentren. Necesitamos de eso para que la gente que se pueda trasplantar al menos 
tenga una pensión. Resulta que a quienes tienen la posibilidad de jubilarse les brindan sociedad médica, pero 
no pueden atenderse porque no tienen dinero para pagar los tiques, los medicamentos ni -a veces- para 
movilizarse. Entonces, ya que estas personas tienen afectadas su salud, para nosotros es importante que se les 
atenúen las dificultades, por ejemplo, mediante una pensión. 


También nos importa mucho lo que tiene que ver con los medicamentos, que son caros, sobre todo los 
inmunodepresores. De todos modos, para los pacientes todos los medicamentos son caros. Además, hay un 
problema de ignorancia: a veces no sabemos si en realidad nos están dando un medicamento porque resulta 
positivo o si simplemente lo cambiaron porque es más barato. Esto está pasando mucho; hay gente que ha 
tenido dificultades y a veces hay un rechazo del órgano por el cambio de medicamentos, ya que a todo el 
mundo no le caen de igual manera. Entonces, a menudo tenemos que hacer trámites especiales para que una 


mutualista le dé determinado medicamento a alguien, porque si le da otro, no funciona de la misma manera. 
Necesitamos que exista un control o que haya algún lugar donde acudir para informarnos sobre esto. 


Por ejemplo, hay un líquido que se usa en las diálisis y el sindicato del laboratorio que lo provee al centro de 
diálisis nos vino a plantear una serie de dificultades sobre determinados productos; parecería que la calidad 
del bicarbonato no es buena, etcétera, pero son todas cosas que nosotros ignoramos y no sabemos a quién 
recurrir para averiguar qué hay de cierto: si nos perjudica o no. Constantemente vivimos con estos temores, 
porque no sabemos si está bien lo que nos están haciendo o si simplemente están abaratando costos bajando, 
al mismo tiempo, la calidad de la atención. 


Entonces, quisiéramos que todos los pacientes, sobre todo los que están en diálisis, conozcan sus derechos, 
porque generalmente los ignoran. Por ejemplo, nos encontramos con pacientes a los que les dicen en un 
centro de diálisis que para ingresar a lista de espera para trasplante, necesitan pasar tres años en diálisis; en 
otros casos, le dicen que precisan un año o que deben tener bien los valores. Ahora, si tenemos mal los 
valores, es porque estamos enfermos; entonces, si usamos el sentido común, no hay razón para que se diga 
esto, pero nosotros siempre nos enteramos tarde. 


Además, como organización social buscamos otro tipo de cosas y no podemos ir a un enfrentamiento con 
algún centro de diálisis -porque a veces es palabra contra palabra, no hay un documento de por medio-, a 
reclamar que no se les diga esas cosas a los pacientes, que de hecho pueden pedir la atención de un equipo de 
trasplante, inclusive -en este caso-, antes de entrar a diálisis. 


Entonces, creemos que todos los pacientes deben conocer sus derechos. Por ejemplo, la gente ignora si el 
reuso de los capilares en diálisis es bueno o malo. Algunos que estuvimos muchos años en diálisis -y 
sabemos que reusaron los capilares muchas veces- seguimos vivos y podemos dar fe que eso no es dramático. 
Pero con esto solo no tranquilizamos a la gente. Teniendo en cuenta las dificultades de salud que tienen estas 
personas, hay que buscar que estén tranquilas en cuanto a la calidad de la atención que se les brinda. 


SEÑOR ERLICHMAN.- Ya se habló de que la gente no se quiere trasplantar porque pierde los 
beneficios. Este problema lo estamos viendo más que nada con los niños: los padres no los quieren 
trasplantar porque pierden beneficios. 


Por otra parte, no podemos enfrentarnos con los centros de diálisis porque al igual que el Presidente de la 
asociación, que estuvo un año más en diálisis y ahora se transplantó de nuevo, podemos caer nuevamente en 
diálisis. Entonces, no vale la pena ir al choque con el centro de diálisis porque a lo mejor -reitero- podemos 
precisarlo otra vez. 


(Dialogados) 


———Reafirmo la petición de que se nos declare discapacitados. 


SEÑOR PERCOCO.- Ya se explicaron las actividades que había encarado la Asociación y los 
diferentes organismos, como el Instituto de Donación y Trasplantes de Células, Órganos y Tejidos que 
ha permitido bajar el tiempo de espera de cinco a dos años y medio. Hay que acotar que el costo de un 
trasplante para el Estado le significa lo mismo que el pago de un año y medio a un centro de 
hemodiálisis. Entonces, si se pudiera bajar el tiempo de espera, ello redundaría en un beneficio 
económico y en un mejor uso de los recursos. Algunos países como España, y recientemente Argentina, 
con la Ley N” 26.066 aprobada por el Congreso, han logrado agilizar este proceso mediante la decisión 
de que toda persona que no hubiera declarado su oposición para donar los órganos, se considera 
donante. 


Nos permitimos sugerir como cambio a la ley vigente -, la No. 17.668, que modificó a la_14.005- que se 
explicite que toda persona mayor de edad fallecida, sin haber expresado su voluntad en contrario, será 
considerada donante. En el artículo 9” de la ley vigente, se hace toda una descripción de los lazos 
consanguíneos a los efectos de dar el consentimiento y, tratándose de parientes de la misma categoría, es 
suficiente la oposición formulada por un pariente de análoga calidad jurídica, para eliminar la posibilidad de 
disponer del cadáver a los fines científicos o terapéuticos. 


Estas son las modificaciones que pretendemos que se analice si es posible introducir. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Si no he entendido mal, según la modificación propuesta, será donante 
todo aquel que no haya expresado lo contrario en vida; ahora bien, ¿un familiar también puede 
plantear la negativa? 


SEÑOR PERCOCO.- Exactamente. 


SEÑOR ERLICHMAN.- Actualmente uno da el consentimiento para ser donante y cualquier familiar 
puede negarse a donar los órganos, porque igual se consulta a la familia. Por eso, una de las consignas 
que tenemos es que no solo la persona sea donante sino también que la familia lo sepa. Lo que 
pretendemos es dar las garantías como para que no haya dudas. 


SEÑOR PERCOCO.- El artículo 9” de la Ley_N* 14.005 dice: "A los efectos de esta ley, se establece el 
siguiente orden de parentesco prioritario y excluyente de la presente en la localidad del deceso y que 
regirá en ausencia de voluntad expresa del fallecido: 1.- el cónyuge 2.- los hijos legítimos o naturales, 
reconocidos o declarados tales 3.- los padres 4.- los hermanos 5.- los hijos adoptivos 6.- los ascendientes 
o descendientes de segundo o ulterior grado. 7.- los colaterales de tercer o ulterior grado. Tratándose 
de parientes de la misma categoría, es bastante el consentimiento de uno solo de ellos; sin embargo, la 
oposición formulada por un pariente de análoga calidad jurídica elimina la posibilidad de disponer del 
cadáver a los fines científicos o terapéuticos". En este caso, al declarar que todos son donantes, el 
consentimiento no sería necesario pero sí habría que mantener la oposición como derecho de los 
familiares a disponer del destino del cuerpo del pariente. 


SEÑOR OLANO LLANO.- ¿Cómo se establece? ¿Basta con que uno se oponga? 
SEÑOR PERCOCO.- En ese grado bastaría; es decir, en el siguiente orden de parentesco y prioritario. 


SEÑOR LIMA.- Está establecido así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de ustedes y la información brindada. 


Quiero destacar que entre los integrantes de la delegación se encuentra el joven Javier Erlichman, que es 
oriundo de mi ciudad. Lo conocemos desde chico; somos amigos de la familia y conocemos todo su proceso. 


Yo quiero hacer un comentario en el sentido de que el Parlamento ha tenido un papel protagónico en este 
tema. La Ley N? 14.005 original, que es del año 1971, fue una ley prioritaria y ejemplo en América y en el 
mundo, a punto de partida de un visionario que empezó a manejar el trasplante de córnea, que fue el profesor 
Rodríguez Barrios. En aquel momento se hacían trasplantes de córnea sin leyes y en el Hospital de Clínicas 
se hacían las extracciones de córnea cayendo muchas veces en la posibilidad del vilipendio de cadáveres. Ahí 
surgió ese proyecto que después se transformó en la Ley_N” 14.005, que realmente abarcaba todos los 
aspectos y que tuvo y tiene vigencia. 


Además, el Parlamento en la Legislatura pasada hizo una modificación que quedó registrada en la Ley 

N? 16.668, para lo cual el Parlamento trabajó muchísimo tratando de atender la inquietud existente de que 
hubiera más donantes. Ese era el objetivo: que hubiera más donantes para que la oferta de trasplantes fuera 
mayor. Se trabajó en un tema en el que no es fácil de avanzar. Ustedes plantean la donación tácita; en 
definitiva hay dos grandes posibilidades de donación: tácita o expresa. Esta última es cuando la persona 
autoriza y la tácita es que cuando la persona no se niega expresamente pueda ser donante, como ustedes 
plantean. Esa es una vieja discusión, que es muy importante y que estuvo en pie cuando plantearon algunas 
modificaciones, que eran trascendentes para obtener más trasplantes. Esa ley fue votada por el Parlamento; 
hubo mayorías y minorías -no hubo unanimidades- y se consiguió un avance muy importante que fue 
considerar que todas las muertes violentas que ameritaran pericia forense dieran la posibilidad de que, en el 
momento en que se hace el diagnóstico de muerte cerebral, con la autorización del Juez, se pueda ser 
donante. Se sacó el consentimiento en estos casos y fue un avance muy importante en función de que esa 
situación es la máxima oferta de trasplantes que hay en este momento, es decir, la muerte cerebral a raíz de 


muertes violentas: homicidio, accidente o suicidio. Fue un avance importante, pero intermedio respecto a lo 
que ustedes pretenden. 


Con esto quiero decirles que no es fácil avanzar y llegar a lo que ustedes pretenden. Pienso que en la 
Legislatura pasada, con esta modificación a la Ley N” 14.005, avanzamos muchísimo. 


SEÑOR LIMA.- Tanto fue así que quitando lo del médico forense ya quedaría el consentimiento tácito. 


Nosotros tenemos obligación de hacer en cada Legislatura este planteamiento. Lo hicimos en 1985, a través 
de un doctor Tabaré Caputi presentando un proyecto de ley, y todas las Legislaturas lo hacemos. En esa 
medida se ha ido avanzando. Por ejemplo, antes se pedía que la gente se expresara al entrar a un hospital; 
ahora se hace después. Se ha logrado entrar en las Intendencias y que la solicitud se haga en trámites como la 
obtención del Carné de Salud, de la Libreta de Conducir, etcétera. Nosotros vamos a seguir actuando. 
Suponemos que se va a hacer una discusión general de todo el ámbito de la salud y este tema estará presente; 
por lo tanto, es nuestra obligación tratar de plantearlo. 


Conjuntamente, solicitamos expresamente el apoyo económico al Instituto Nacional de Donación y 
Trasplantes, concretamente a la parte de procuración de órganos. Desde el año 2000, que fue cuando se 
implementó este proyecto, se ha hecho una campaña bárbara en todos los institutos normales, con los 
estudiantes de magisterio y en las escuelas. Ese proyecto, que es a futuro, con muchas carencias económicas 
se ha logrado llevar adelante. Para nosotros es muy importante que la gente no sea obligada, y por eso 
necesitamos sensibilizarla. Entonces, solicitamos que se apoye al Instituto en cuanto a la información y 
promoción de la donación de órganos y tejidos, que es la parte básica de este problema. La información es lo 
que va a convencer a la gente de que no hay nada raro, de que todo es legal, y con el tiempo llegará, al igual 
que en España, en Argentina y otros países, la donación tácita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero trasmitir que el Parlamento no ha estado omiso sino que ha ido 
avanzando en un tema muy importante y de discusión nada fácil. El compromiso es recoger todos los 
fundamentos e insumos que nos han brindado, a efectos de que cuando se plantee el tema a través de 
las modificaciones -en este caso de la vieja Ley N” 14.005-, tengamos argumentos para seguir 
avanzando. 


SEÑOR LIMA.- Esperamos que en lo relativo a los discapacitados se nos dé alguna solución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Asociación de Trasplantados 
del Uruguay. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Trasplantados del Uruguay) 


(Ingresa a Sala una delegación del Sindicato Autónomo Tabacalero) 


La Comisión de Salud Pública y Asistencia Social tiene mucho gusto en recibir a una delegación del 
Sindicato Autónomo Tabacalero, integrada por los señores Jorge Chichet, Gerardo Pereira, Miguel Remuñan, 
Néstor Comas y Marcelo Ferreiro, respondiendo a una solicitud de entrevista que nos hicieran llegar con 
fecha 24 de marzo para considerar algunos temas de actualidad. 


SEÑOR CHICHET.- Agradecemos la posibilidad de manifestar nuestras inquietudes. 


Nuestro problema son los puestos de trabajo que están en juego en la industria. Todos estamos de acuerdo -no 
tenemos ninguna posición en contrario- con el hecho de que se trata de un tema de salud; el cigarrillo hace 
mal y eso es real. Esto es lo primero que queremos aclarar. Desde 1989 en adelante, cada vez que apareció un 
proyecto de ley antitabaco hemos manifestado en las distintas Comisiones del Parlamento que nunca somos 
contemplados como trabajadores y que tenemos claro que el cigarrillo hace mal. Se trata de una adicción que 
tiene que ser atacada a través de la educación. 


Hace cuatro años, en la Organización Mundial de la Salud, se aprobó un acuerdo marco que fue ratificado por 
más de ciento setenta países, entre los cuales está Uruguay. Entendemos que ese acuerdo marco se tiene que 


cumplir porque para algo se ratificó. Dejamos en poder de la Secretaría una carpeta con nuestra posición para 
que quede claro lo que piensa nuestro sindicato al respecto. Por dicho acuerdo marco Uruguay se 
compromete a legislar en la materia. Sin embargo, se firmó un Decreto para la regulación del consumo de 
tabaco. Como creemos que no solo tenemos que criticar sino también hacer contribuciones, dejaremos un 
proyecto de ley para la regulación y consumo de tabaco que elaboramos como aporte y para que sepan cuál 
es nuestra posición. 


En Uruguay el sector tabaco representa dos mil puestos de trabajo distribuidos de la siguiente manera. En 
Montevideo hay aproximadamente mil trabajadores en la industria, en Rivera y Artigas hay ciento cincuenta 
plantadores -que representan entre seiscientas y setecientas personas porque las plantaciones son familiares y 
en ellas trabajan todos los integrantes de la familia- y en una planta procesadora de tabaco de Rivera hay 
entre ciento cincuenta y doscientos trabajadores. 


En el contexto de la región en la que estamos insertos -Brasil es el primer productor mundial de tabaco y 
cigarrillos, Argentina es un gran productor de tabaco y Paraguay es un gran centro de distribución, 
falsificación y contrabando de cigarrillos- Uruguay está arriesgando dos mil puestos de trabajo. Nuestra 
intención es que se sepa cuántos somos. Lamentablemente no pudimos ir a la Organización Mundial de la 
Salud cuando se trató el acuerdo marco y la voz de nuestro sindicato no fue escuchada. Allí concurrieron las 
empresas más grandes del mundo, los plantadores, los Gobiernos, etcétera -lo que nos parece bien-, pero 
nuestro pequeño sindicato quedó fuera de ese foco de discusión. Cuando se firma el Decreto de prohibición y 
regulación del consumo de tabaco, tampoco fuimos convocados para dar nuestra posición. 


Por otra parte, en ninguno de los Decretos se establece qué pasaría con los trabajadores. La mayoría de los 
trabajadores -acá hay un panel muy claro en ese sentido- está por encima de los cincuenta años. Es imposible 
pensar que nos podemos reconvertir; no podemos. Entendemos que hay que ir tirando la pelota para adelante, 
como ha sido hasta ahora. Si la industria está subsistiendo es porque más de la mitad de los cigarrillos se 
están exportando para Chile, Paraguay, el Caribe, Estados Unidos y Europa. 


Entonces, nuestra posición es que en alguna oportunidad se nos consulte sobre cómo vemos la industria y qué 
podemos hacer como trabajadores, en el entendido de que la parte impositiva es muy importante. A través del 
cigarrillo se recaudan US$ 100:000.000 al año. Hay que tener claro que una cajilla de cigarrillos tiene $ 23 de 
impuestos. Luego $ 6 van para la distribución y $ 6 para los fabricantes. Las cargas son bastante importantes. 
Teniendo en cuenta la región, creemos que somos muy vulnerables al contrabando, que en este momento está 
en un 30%. En el interior lo más fácil es conseguir cigarros del otro lado de la frontera. Los cigarrillos de 
contrabando no pagan impuestos y vienen a $ 10 o $ 15. En este momento -reitero- hay un 30% de 
contrabando. 


Eso es lo que podemos adelantar y nos ponemos a disposición para las consultas. Entendemos que los 
trabajadores sí tenemos algo para aportar, independientemente de las dificultades y sin sectarismos. El 
problema del sindicato son dos mil puestos de trabajo. Trataremos por todos los medios que se mantengan o 
que se vayan disminuyendo gradualmente. 


SEÑOR PEREIRA.- Más allá de lo relativo al contrabando, que es uno de los grandes problemas que 
tenemos -como dijo el compañero, el 30% del mercado es contrabando-, nosotros admitimos que el 
cigarro daña la salud; nadie tiene dudas, ni nosotros como trabajadores ni el sindicato. Sin embargo, 
entendemos que ese cigarrillo que entra de contrabando, sin ningún control, es mucho más dañino 
para la salud y no se avizora una política que establezca: 'Ataquemos el consumo, pero tenemos que 
sacar ese 30% del país que va a dañar mucho más la salud, al carecer de los controles que puede tener 
la industria establecida". 


SEÑOR REMUÑAN.- Hemos tenido reuniones con la Ministra de Salud Pública, con el Ministro de 
Trabajo y Seguridad Social y con gente del Ministerio de Economía y Finanzas, a quienes planteamos 
que alrededor del tabaco se mueven otros gremios como pueden ser los gastronómicos y las patronales 
de estos establecimientos reunidos en CAMBADU. Inclusive, ya hemos informado que ellos están 
haciendo un censo para ver de qué manera influye en su labor las medidas antitabaco, dentro de los 
tres mil trescientos asociados de CAMBADU. Nosotros, que estamos adheridos a una confederación de 
gremios de la alimentación, lo estamos palpando a través del gremio de los gastronómicos -es decir, de 
los restoranes, bares, paradores y lugares de esparcimiento-, donde la merma de trabajo ya se está 


haciendo evidente y estamos bastante alarmados porque viene el invierno. Hasta ahora se ha podido 
fumar afuera. Se han habilitado terrazas y lugares especiales, buscando mantener el caudal de 
consumidores, pero estamos alarmados por lo que puede pasar en invierno. Entonces, estamos 
dispuestos a hacer todos los aportes e inclusive trasmitir información que no se ha manejado a nivel 
público en cuanto a cómo se determina el costo del cigarrillo y cómo se distribuye, y sobre el 
contrabando porque se habla de un 30%, pero hay que traducirlo a cifras: son más de 5:000.000 de 
cajillas por mes que se consumen acá de contrabando. Esa es una cifra importante, primero por la 
evasión tributaria que acarrea, pero también por las consecuencias graves que puede tener para la 
salud. 


SEÑOR VEGA LLANES.- Cuando hablan del contrabando, ¿incluyen los cigarrillos del free shop? 
¿Los cigarrillos del free shop tienen impuestos? ¿Para quiénes son las ganancias de los cigarrillos del 
free shop? 


SEÑOR CHICHET.- El 95% del contrabando es de cigarrillos que no son fabricados en el Uruguay 
sino que vienen de Paraguay; es el caso de las marcas Milenio y Eco. Lo que puede pasar es que una 
parte de los cigarrillos que van hacia los free shop vuelva o quede a mitad de camino, pero eso no llega 
ni a un 5% del total del contrabando. Eso sí paga impuestos, no podría especificar cuánto, creo que la 
mitad que los demás cigarrillos. Sinceramente, no sé cuál es el impuesto del cigarrillo de free shop. 


SEÑOR ASQUETA SÓÑORA.- Soy una persona comprometida con el control del tabaco. Por si alguno 
de ustedes no lo sabe, yo integré la delegación oficial de Uruguay que fue a Ginebra para la primera 
conferencia de las partes que evalúa el convenio marco para el control del tabaco, su funcionamiento y 
los protocolos. 


Es muy bueno reiterar algo que dijimos en la primera sesión de Comisión de este año en relación a este viaje: 
la preocupación que manifiestan los trabajadores es muy importante para el grupo americano. A modo de 
anécdota les cuento que cuando iba una semana de la conferencia, nadie había hablado demasiado del 
problema de la reconversión ni del problema que se planteaba para los trabajadores de las industrias en los 
diferentes niveles: cultivo, industrialización y venta. A instancias de Brasil -uno de los principales 
productores, industrializadores y comercializadores de tabaco-, el grupo americano llevó adelante una 
resolución -que fue muy discutida y que luego se incorporó- para crear un grupo especial de trabajo sobre 
este tema. 


Se entiende -daría lugar a larguísimas sesiones- lo que se explicitaba sobre la edad de los trabajadores y la 
difícil reconversión, tema que creo es para otro ámbito, no para esta Comisión, y que es absolutamente 
entendible. Comprendo que esa es una principalísima preocupación y la delegación uruguaya lo planteó, 
aunque no por el volumen del cultivo, que en Uruguay es muy bajo; es prácticamente testimonial y se 
sostiene en base a que la empresa uruguaya tiene algunas tierras y en una forma "sui generis" mantiene los 
cultivos con las familias que están ahí. Tal vez la reconversión de ese trabajador no sería una tarea tan dificil, 
pero se entiende que la del trabajador de plantas industriales tendría que dar lugar a conversaciones, creo que 
en el ámbito parlamentario, porque el Poder Ejecutivo tiene muchísimo que decir en la materia. Ustedes han 
manifestado que han tenido encuentros con varios de sus representantes y nos gustaría conocer, si es posible, 
algún dossier informativo. Según tengo entendido, hablaron con el Ministro de Industria, Energía y Minería y 
otros actores del Poder Ejecutivo. Sería interesante tener esos elementos porque este no es un tema menor y 
está enmarcado en uno mayor que es el problema del tabaquismo. 


Voy a expresar mi posición absolutamente personal. Se habla muy poco o nada de la situación del trabajador. 
He estado en casi todos los foros, conferencias y seminarios que se han hecho en Uruguay y en la región de 
un año o dos a esta parte y es verdad que se habla poco del trabajador de la industria, que es uno de los 
rehenes de la situación. En este problema, el rehén es el adicto. No hablamos de un vicio social, de un hábito, 
de una costumbre sino que hablamos del tabaquismo como una adicción. Como sabemos, la adicción no da 
libertad de elección a las personas. Estamos hablando de un producto que se fabrica legalmente en el país, 
pero si consideramos las normas constitucionales vigentes, los protocolos bromatológicos del Ministerio de 
Salud Pública, la Ley de Defensa al Consumidor y otros elementos jurídicos, sería un producto que en caso 
de incluirse hoy no pasaría ninguna norma bromatológica, ni de este país ni de ningún otro país serio. 
Estamos hablando de una hipótesis; ustedes no serían empleados de esa industria si no existiera. Es solo una 


hipótesis, pero es muy válido tenerla en cuenta. Si nos rigiéramos por la Ley de Defensa al Consumidor, es 
un producto tan nocivo que alguien podría plantear su ilegalidad. No soy yo quien lo está planteando, pero 
podría hacerse porque es un producto que enferma a todos los que lo consumen y mata a la mitad. 


Ustedes no vinieron a hablar de eso y nosotros no queremos ocupar el tiempo, pero queremos enmarcar el 
tema: lo que está detrás de eso es un producto de venta legal que hoy por hoy ocupa a este número de 
trabajadores con determinada edad, que están a cierta altura de la vida, que son padres y madres de familia, 
como cualquier trabajador legítimo de cualquier industria legalmente establecida en este país y ese tema lo 
tenemos que discutir. Esta es mi primera Legislatura -ustedes pueden haberlo planteado en otra- y creo que 
no solo yo estoy dispuesto a arreglar este problema sino también el resto de los compañeros y todos en este 
Parlamento porque debemos solucionarlo. Si en las conclusiones de la primera conferencia surge que a raíz 
de la ponencia de Brasil y del apoyo de Uruguay y de los demás países de América se creó una Comisión 
Especial para tratar el tema, bueno, démosle énfasis internacional. Ustedes consúltennos y los vamos a tener 
informados. 


Pero tengamos en cuenta que a lo que tiene que propender la sociedad es a la disminución efectiva, 
permanente y eficaz del consumo del tabaco, lo cual necesariamente tiene que implicar que este producto, si 
se consume menos, se tiene que vender menos; si se vende menos, se tiene que industrializar menos, y si se 
industrializa menos se tiene que cultivar menos. Aspiraríamos a que en el curso de algunas décadas -porque 
esto no va a ser de un día para el otro- este consumo se extinguiera de la faz de la tierra. Es la aspiración sana 
de alguien que, en mi caso, es médico de profesión, pero cualquier persona que no siendo médico entienda el 
problema tiene que tender a esto. Los fenómenos y las pautas culturales que a lo largo de la historia han 
llevado a que en el día de hoy se consuma y sea lícito, son harina de otro costal, pero eso es a lo que tenemos 
que tender. Que la industria y no los trabajadores son los responsables de la epidemia del tabaquismo también 
lo debemos entender. Porque cuando el tabaco se consumía en forma cultural y religiosa en algunos países, 
hace centurias, no era un problema el cáncer de pulmón ni las enfermedades cardiovasculares, aunque la 
gente se moría a edades más tempranas por otros motivos. Supongamos, como hipótesis, que al día de hoy se 
consumiera en forma ritual, religiosa o cultural; entonces no habría problema porque no existiría el cigarrillo. 
La industria -y no los trabajadores como ustedes-, a partir de los científicos que investigaron, le introdujo al 
cigarrillo determinadas sustancias, más tóxicas, más carcinogénicas, para hacerlo más adictivo y para que el 
adicto consumiera más. Este es el verdadero problema. 


Entonces, la postura antiética de la industria desde hace unas décadas no tiene nada que ver -y esto quiero 
que quede registrado en la versión taquigráfica- con lo que ustedes vienen a plantear, que es un legítimo 
problema de trabajo de quienes están trabajando en una industria legal. Todo esto no lo inventó la industria 
uruguaya, ni los que están trabajando acá -quiero que quede claro-; esto viene de la década del cincuenta de 
parte, sobre todo, de industrias del hemisferio norte, y el que fabrica cigarrillos en cualquier lugar del mundo 
hereda esas técnicas; queremos dejar clara nuestra posición al respecto. 


El Presidente actual de esta Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha sido un ferviente defensor de 
los preceptos del convenio marco. El Parlamento ayer se expidió en la defensa a ultranza de este convenio y 
tendrá que legislar en la materia. Como ustedes dijeron, tenemos un camino por delante que esperemos no 
sea todo lo largo que suelen ser algunos temas parlamentarios, pero sería muy bueno legislar y poner ciertos 
acentos en la materia. 


Quise enfatizar sobre todo en los temas laborales de los trabajadores a quienes ustedes cinco representan. La 
opinión científica es una cosa absolutamente inamovible hasta que la ciencia nos demuestre lo contrario, y no 
estamos discutiendo en esta Comisión la opinión sobre fumar en espacios abiertos o cerrados. Tal vez algunos 
de ustedes saben la postura que uno tiene con respecto a eso pero, en definitiva, los costos que paga nuestro 
país por la carga en la salud y por la seguridad social son infinitamente mayores por las enfermedades 
producidas por la adicción al tabaco, que los impuestos que se recaudan. Se recaudan alrededor de unos 

US$ 80:000.000 al año y se pierden en forma directa unos US$ 200:000.000. Si habláramos de seguridad 
social, de discapacidad, de muerte prematura, nos vamos varios millones arriba. Pero, en definitiva, tampoco 
somos partidarios de trasponer una carga por otra. No se nos ocurre pensar que ustedes de hoy para mañana 
puedan quedar sin la fuente laboral y que ágil y libremente uno se pueda poner feliz con cualquier tipo de 
solución. 


Si manejamos estadísticas -no lo tomen, por favor, como una broma irónica, no es mi estilo; es una realidad- 
ninguno de ustedes cinco se va a quedar sin trabajo de aquí a veinte o a treinta años. Lamentablemente, para 
el mundo científico la disminución del tabaquismo es muy lenta, muy paulatina, y los países en vía de 
desarrollo hoy por hoy ven incrementado enormemente su número de fumadores; lamentablemente, para los 
que estamos en el control de tabaco. No me cabe la menor duda de que ustedes no se ponen contentos por 
esto; se ponen contentos los jeques de la industria. Sé que ustedes no porque alguno no debe fumar y debe 
tener hijos, esposa, familiares que no fuman y que quieren preservar su salud. Pero entendemos que vivan y 
que el sustento y el pan de todos los días lo lleven a su casa por un trabajo legítimo en una industria legítima; 
no son ustedes los que inventaron las sustancias que se le ponen al cigarrillo. 


SEÑOR PEREIRA.- Como dijimos al principio, no tenemos ninguna objeción en cuanto a la salud. Lo 
que solicitamos como sindicato, al pedir que se legisle este tema y que no se resuelva por la vía de 
decreto como actualmente, es justamente que se escuche a todas las partes. 


El gran problema nuestro son los puestos de trabajo, como decía el señor Diputado. Tenemos una industria 
con convenios colectivos que datan de más de cuarenta años, que son respetados por empresas y sindicatos, 
con una muy buena relación en ese sentido, con una conflictividad cero de cuarenta años a esta parte y con 
salarios dignos. En un país con un índice de desocupación preocupante, esta es una industria que tiene dos 
mil empleos directos y que solo en salarios invierte entre US$ 11:000.000 y US$ 12:000.000 anuales. Por 
darles una cifra, en Rivera, un departamento con muchas carencias económicas, la industria invierte 

US$ 930.000 en salarios. Por eso es que nuestro sindicato pide que se tenga en cuenta a los trabajadores y 
que, de legislarse el tema, se tenga en cuenta qué hacemos de aquí a veinte, treinta o cuarenta años. Quizás el 
problema no sea para los trabajadores actuales, pero sí lo va a ser para quien está atrás esperando o para 
alguien que entró hoy a la industria con veinte años. 


SEÑOR OLANO LLANO.- Quisiera decir unas palabras para descomprimir la tensión de esta 
reunión. Yo soy fumador. Naturalmente, acá no está en discusión si el cigarrillo es bueno o malo para la 
salud. Comparto con ustedes que es bueno que todas estas medidas que hay que implementar se vayan 
instrumentando en un ámbito donde se pueda generar una discusión que contemple todas estas cosas. 
Me parece que el control del tabaquismo no puede ser una cosa que corte la piola en un lugar sin 
considerar qué pasa en las otras puntas de la piola. 


Tampoco puede darse una situación como esta, en la que todo aquel que es fumador o trabajador de una 
empresa que industrializa tabaco sienta que fabrica el veneno del Uruguay, porque yo les veo las caras a 
ustedes después de este momento de discusión y parece que vinieran a tratar de salvar su situación, pero 
diciendo: "Miren que somos los que matamos a todo el mundo". Creo que hay que encaminarse a que se vaya 
erradicando el tabaquismo, pero no es imposible ir contemplando otros aspectos, fundamentalmente la 
situación de los trabajadores. El problema de los fumadores, en definitiva, es menos preocupante, más allá de 
que algunos digan que se sienten segregados, pero el de la industria es muy importante. 


Estoy convencido de que la "destabacalización" de la sociedad será un proceso y que en la medida que las 
decisiones se adopten con la suficiente discusión y de que todas las partes planteen sus preocupaciones, se irá 
desarrollando de manera que exista la menor cantidad de lesionados posible. 


Estoy convencido de que hoy por hoy bastaría con plantear un combate férreo al contrabando para mitigar la 
posible reducción de la comercialización y producción de tabaco. Somos un país que ha establecido una 
lucha muy importante contra el hábito de fumar tabaco -que está bien-, tan importante que los trabajadores 
vienen al Parlamento con una cara que da la sensación de que se sienten culpables por trabajar en la industria 
tabacalera, y sin embargo en cualquier quiosco compramos una caja de cigarrillos de contrabando que está 
expuesta a la vista de todo el mundo. 


Creo que estas conversaciones son buenas; es importante que ustedes planteen sus preocupaciones en todos 
los ámbitos posibles, para que las decisiones se tomen con la suficiente discusión y para que las medidas que 
conduzcan a que la sociedad consuma cada vez menos tabaco -en definitiva, todos estamos de acuerdo con 
eso- se acompasen de otras medidas, de tal manera que en los sectores que comercializan e industrializan el 
producto no se produzcan cambios abruptos que terminen generando desocupación. 


Estoy convencido de que si hoy se planteara un combate importante al contrabando, por mucho tiempo las 
medidas de control de tabaquismo se podrán establecer sin que repercutan en la eliminación de puestos de 
trabajo. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Asqueta Sóñora) 


SEÑOR PRESIDENTE (Asqueta Sóñora).- El Presidente se tuvo que retirar porque tenía un 
compromiso. 


SEÑOR CASAS.- Comparto en parte lo expuesto por los señores Diputados Asqueta Sóñora y Olano 
Llano, en el sentido de que técnicamente no se puede discutir el perjuicio que causa el tabaco, pero 
creo que el sindicato viene a plantear otra óptica y no a discutir sobre aspectos técnicos, y en eso ha 
sido muy claro. Por lo tanto, no deben sentirse solos, porque acá entendemos su posición; yo la 
entiendo perfectamente, y no comparto la forma en que se ha instrumentado este tema. Por más que 
todos coincidamos en aspectos técnicos, creo que la forma en que se ha tratado el tema no fue la 
correcta, y no se tuvieron en cuenta todos los actores involucrados, en este caso los trabajadores 
tabacaleros. 


En definitiva, en el futuro el Gobierno tendrá que tomar medidas vinculadas con los trabajadores y con los 
productores. Así como se ha promovido la reinserción de ciertos grupos en otro tipo de actividades, creo que 
en el futuro -porque si esto sigue así habrá dificultades cada vez mayores para mantener los puestos de 
trabajo- el Gobierno tendrá que dictar algún decreto en este sentido o que contemple un seguro de desempleo 
específico para estos trabajadores, porque evidentemente no están pidiendo nada que no se haya contemplado 
antes y también porque, en definitiva, a ustedes esta situación los alcanzó por una imposición no pactada o no 
convenida previamente. 


En ese sentido, somos sensibles a esta preocupación, y seguiremos de cerca el desarrollo de toda esta 
temática. 


SEÑOR CHICHET.- Estas palabras nos dan más ánimo. 


Esta industria no es la única que contamina. Por ejemplo, no entendemos por qué se dice que el tabaco es tan 
peligroso -y lo entendemos así- y, sin embargo, nunca se preguntó si los trabajadores estaban expuestos. 
Todos los compañeros presentes tenemos más de treinta años de trabajo en la industria. 


Tenemos más de cincuenta años, y por eso queremos saber si en algún momento se podrá analizar qué pasará 
con nuestro futuro. ¿Se podrían otorgar jubilaciones anticipadas? ¿Es cierto que el tabaco perjudica solo al 
consumidor y no a quien trabaja en la industria? Cualquiera que haya trabajado en una fábrica sabe que en 
cualquier fábrica hay contaminación, y mucho peores que esta; inclusive en las empresas estatales como 
ANCAP en sus plantas productoras de portland. Tenemos también el caso de las curtiembres, que trabajan 
con venenos. Es realmente grave lo que pasa a todos los niveles con la contaminación de los trabajadores, y 
es lo que venimos a plantear. 


No discutimos que el tabaco haga mal a los consumidores, pero esa es su opción -a veces somos 
consumidores los propios trabajadores-, pero en este momento sería bueno que se plantee alguna solución 
para los trabajadores que quizás estén arriesgando su propia integridad física, sin saberlo. Muchos 
trabajadores tenemos hasta sexto año de escuela; entramos hace treinta años cuando y no tuvimos opción de 
elegir dónde trabajar. Además, sin querer pasar la mano por el lomo a las empresas, ganamos de los sueldos 
más dignos del Uruguay. Somos dos mil trabajadores. 


Por otra parte, esta industria hace más de ciento veinte años que se instaló en Uruguay. En su momento, era 
de los mejores trabajos que había para la gente con poca calificación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Personalmente, creo que el contrabando es una preocupación principal. No 
pertenezco al partido de gobierno -el sindicato no tiene por qué saberlo-, y por eso no tengo 
compromisos con el Poder Ejecutivo. Hemos querido incitar al Poder Ejecutivo para que tome cartas 
en el asunto, y en base a la experiencia recogida y a contactos, el mes próximo se llevará a cabo la 


primera reunión bilateral realmente importante entre Uruguay y Brasil, en la que participarán 
autoridades de Gobierno, legisladores y diversos actores vinculados con esta materia. 


Las cifras que manejamos sobre el contrabando son un poco menores a las que señala la industria, pero para 
nada dejan de ser preocupantes. Es un tema muy preocupante. En la esquina de Eduardo Acevedo y 18 de 
Julio, a una cuadra del Ministerio de Salud Pública, hay un vendedor -es el que más veo cuando voy al 
Ministerio- a quien se puede preguntar los precios de las cajas de cigarrillo. 


Recuerdo que antes de viajar a Ginebra iba a adquirir estas cajas de cigarrillos para presentarlas como 
testimonio en la reunión; cuando pregunté por tercera vez el precio de una cajilla al vendedor, me respondió 
que todas valían $ 13, como diciéndome que no le preguntara más porque todas valían lo mismo. Digo esto a 
propósito de un comentario que hizo la delegación sobre los impuestos que pagan los cigarros en Uruguay. 


Obviamente, esta situación genera competencia desleal con el productor nacional y una evasión muy 
importante, porque si se instrumentara una nueva política impositiva en esta materia -que nosotros también 
queremos propiciar, pero que esté acorde con la normativa internacional- sin acompasarla con un combate 
frontal al contrabando, seguramente será un problema. 


Por eso creo que hay que manejar este asunto en forma muy seria y por ello damos este ejemplo que está en 
la punta de un collar, porque están los contenedores con cigarrillos, etcétera. 


Nosotros conocemos el tema -que no es el motivo que los trajo a este ámbito- y sabemos la enorme 
problemática que implica, además, el hecho de que Uruguay sea un país de paso. Este aspecto no les 
concierne a nuestros invitados, pero como siempre algún contenedor queda, eso sí los afecta por la cantidad 
de paquetes que se comercializan aquí. 


Por otra parte, me voy a permitir discrepar con el amigo Diputado Olano LLano -no para polemizar- en 
cuanto a la cara de los amigos que nos acompañan en el día de hoy. Yo les veo cara de gente preocupada por 
el problema laboral y no de sentirse culpable por nada. Si se entendió bien mi alocución, yo dije en forma 
absolutamente clara que por más que ustedes fabriquen un producto que mata a la mitad de los consumidores 
y los enferma a todos, no son los responsables. Si fuera así, quienes fabrican raticidas se tendrían que sentir 
culpables cuando una persona se suicida por consumir uno de estos productos. O bien quienes fabrican armas 
se tendrían que sentir responsables cuando una persona las utiliza de un modo inadecuado, hiriendo o 
matando a otra. El trabajador que entró en forma lícita a una empresa, que además desarrolla una actividad 
lícita en nuestro país, no se tiene que sentir culpable de nada de esto porque -lo digo expresamente- no es el 
responsable final del uso que se le da al producto. Además, por cualquier mecanismo que se establezca, por 
lo menos por ahora no se va a prohibir el consumo; lo que se pretende es regular dónde se puede consumir. 


Quiero decir que casualmente en el día de ayer la Cámara de Representantes discutió el tema, a raíz de un 
proyecto presentado por el señor Diputado Posada, y se ha anunciado que en los próximos días ingresarán 
otras dos iniciativas. El propio Presidente de esta Comisión -quien se ha tenido que retirar- en el día de ayer 
anunció en Sala el envío de un anteproyecto de ley y quien les habla está en la última fase de redacción para 
la presentación de otra iniciativa en el mismo sentido. A su vez, ustedes nos han hecho llegar un proyecto a 
esta Comisión, por lo que la Cámara de Representantes cuenta con varios insumos para discutir esta temática. 
Es bueno, pues, que se haya iniciado la discusión parlamentaria sobre este particular. 


Si no se hace uso de la palabra, sólo resta agradecer la presencia de nuestros invitados, a quienes les decimos 
que cuenten con nosotros para el intercambio de información sobre todos los problemas que les atañen como 
trabajadores. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


